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Colombia ha avanzado en la política criminal, y se conocen normas en materia 
penitenciaria, desde el año de 1828 y también en 1837, no obstante así se quedaron hasta 
el año 1934, cuando se le dio al país un código penitenciario acorde con las doctrinas de la 
penología y de la criminología.  Cabe resaltar que uno de sus autores fue el señor Parmenio 
Cárdenas, quien igualmente fue miembro de la comisión que reformó en 1964 el texto 
primitivo y quien con una agilidad mental sorprendente introdujo innovaciones 
provechosas para la misma 
 
De aquella época para acá, se ha venido estudiando la problemática criminal del país 
y han sido valiosos en parte estos estudios, es así como se ha legislado favorablemente 
sobre puntos tan importantes como son, la función resocializadora de la pena. La Corte en 
sentencia C-430 de 1996, la Corte Sostuvo: 
 
“…la pena tiene en nuestro sistema jurídico un fin preventivo, que se cumple básicamente 
en el momento del establecimiento legislativo de la sanción, la cual se presenta como la 
amenaza de un mal ante la violación  de las prohibiciones; un fin retributivo, que se 
manifiesta en el momento de la imposición  judicial de la pena, y un fin resocializador que 
orienta la  ejecución de la misma, de conformidad con los principios humanistas y las 
normas de derecho internacional adoptadas… 
En efecto,  el Pacto Internacional  de Derechos Civiles y Políticos, adoptado por nuestro 
ordenamiento interno mediante  la ley 74 de 1968, en su artículo 10.3 establece: “el 
régimen penitenciario consistirá en un tratamiento  cuya finalidad esencial será la reforma 
y readaptación  social de los penados”. 
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La Asamblea Nacional Constituyente de 1990, le otorgó a la República de Colombia 
el carácter de Estado Social de Derecho, mediante la Constitución Política de 1991.  Esta 
tiene como pilar e inspiración el dogma de la dignidad humana.   
 
Así también, en el año 1993, aparece la ley 65, conocida como código penitenciario 
y carcelario, que sobre materia penitenciaria y carcelaria, aplicable a todos los 
establecimientos penitenciarios y carcelarios del país y que regula, un régimen jurídico 
especial para todos los privados de la libertad, otorgándole derechos y obligaciones y en 
cuyo contenido, vuelve a aparecer el tratamiento penitenciario donde prima la función re 
socializadora. 
 
De lo anterior, que la aplicación del tratamiento penitenciario deba obedecer a los 
principios de necesidad, proporcionalidad y razonabilidad de la pena y se debe propender, 
por garantizar la efectividad del tratamiento, para el beneficio del individuo y de la 
sociedad.  
 
El legislador se propuso como una de las funciones de la pena, el de aplicarle un 
tratamiento al condenado, para prepararlo y regresarlo como un individuo sano al seno de 
la sociedad.  Y este tratamiento debe llevarse a cabo dentro del marco del respeto por la 
dignidad humana y de acuerdo a las necesidades particulares de la personalidad de cada 
sujeto. 
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Se observa que lo normado se procura cumplir  a cabalidad en la cárcel la 40 de 
Pereira, con actividades  manuales que le permiten a los  presos de esta institución enrolarse 
en actividades como la ebanistería, la soldadura, entre otros programas que les permiten 
bajar los niveles de estrés a los que estos se ven expuestos al estar confinados en estos 
planteles, sobra recalcar que esta cárcel presenta un gran problema de hacinamiento más 
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2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
Actualmente se viene manifestando en los diferentes centros de reclusión del país, la 
situación de hacinamiento que ha conllevado a que el estado en el que deberían encontrarse 
los presos redunde negativamente en la vulneración de sus derechos fundamentales y, 
especialmente, puesto que se les ha expuesto a condiciones precarias, varias enfermedades 
que se proliferan en razón a dicha situación para lo cual se requiere de la resocialización. 
 
Ahora bien, la dignidad humana se erige dentro del Estado Social de Derecho como un 
principio fundante que conlleva al máximo respeto del ser humano por el simple hecho de 
serlo. Este principio kantiano, puede indicarse que va ligado a todas las prerrogativas 
fundamentales establecidas en la Carta Política y, en consecuencia, debe observase en las 
actuaciones que se adelante bajo el ejercicio del poder público.  
 
El tratamiento penitenciario es un trabajo muy complejo, ya que interviene la 
voluntad de un criminal, con la disposición del aparato penitenciario de esta ciudad y con 
una adecuada política penitenciaria a nivel Nacional.  Teniendo en cuenta que cada uno de 
estos tiene limitantes que de una u otra forma, obstaculizan el cumplimiento del objeto 
jurídico de la pena, como lo es la resocialización. 
 
La ley obliga a las partes al cumplimiento objetivo, real y jurídico del objeto de la 
observancia de la pena, en su labor resocializadora.  Y este proyecto debe identificar los 
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límites de las voluntades que para este fin se conjugan, del acatamiento o no de esta 
función. 
 
Por otro lado, el pasado 20 de enero de 2014 fue promulgada la Ley 1709, por medio 
de la cual se reforma el Código Penitenciario y Carcelario o Ley 65 de 1993, como una 
respuesta del Gobierno Nacional para enfrentar, entre otros, la grave crisis penitenciaria y 
carcelaria en materia de hacinamiento. 
 
No obstante la realidad de la población carcelaria del eje cafetero, no escapa a la del 
conjunto nacional y latinoamericano. Las cifras de hacinamiento que maneja el INPEC  a 
nivel de la Regional del Viejo Caldas, así lo confirman. Las condiciones infrahumanas en 
que viven nuestros internos, de la Cárcel La 40 de Pereira, como consecuencia del grave e 
insostenible hacinamiento, sólo producen vergüenza y rechazo de dicha problemática. 
 
2.1 Formulación del Problema 
 
¿Cuál ha sido la función de los programas de resocialización frente  a la política 










En la vida un ser humano debe afrontar diferentes escenarios y, en algunos casos,  
enfrentar diferentes situaciones adversas, como es el caso que nos ocupa, donde existe la 
probabilidad, que aún, con las garantías constitucionales y legales ya establecidas, los 
administrados en materia penal (es decir, los internos que se encuentran recluidos en 
calidad de sindicados o condenados en el establecimiento carcelario de Pereira), se sientan 




Los internos deben afrontar procesos de carácter disciplinarios por la tenencia de 
elementos prohibidos al interior del establecimiento penitenciario y es allí donde marcamos 
la posible violación del debido proceso en materia administrativa por parte de las 
autoridades penitenciarias, esta probabilidad la establecemos por el alto grado de 
hacinamiento que registra el establecimiento penitenciario de Pereira, sumado a la falta de 
funcionarios investigadores en esta materia y la falta de estructura para la aplicación del 




En materia administrativa por parte de las autoridades penitenciarias, no se evidencia 
hacinamiento, además se cuenta con la cantidad pertinente de funcionarios investigadores 
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en esta materia y por último se evidencia la aplicación del sistema resocializador 


























En la Constitución Política de Colombia, se establece como uno de los deberes de 
todos los ciudadanos “colaborar para el buen funcionamiento de la administración de 
justicia”, art 95 Numeral 7, en donde además subsume el de vigilar su aplicación y 
ejecución, por lo tanto, nos hemos propuesto mediante el presente proyecto, establecer las 
fallas y determinar la responsabilidad de los sujetos involucrados, respecto a la 
resocialización de los condenados. 
 
En virtud de esto se ha estructurado con características especiales que le asignan una 
vocación y fin sociológico de política criminal que pretende concluir con la reinserción 
social del que ha infringido el ordenamiento jurídico. 
 
Tenemos como patrón de referencia el Código Penitenciario y Carcelario (ley 65/93) 
código Penal (ley 599/00) y de Procedimiento Penal (906/04), las diferentes resoluciones 
y demás actos administrativos emanados del Ministerio del Interior y de Justicia y el 
Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC), con respecto al Tratamiento 
Penitenciario y Carcelario del interno. 
 
Actualmente se viene manifestando en los diferentes centros de reclusión del país, la 
problemática del hacinamiento, que ha conllevado a que el estado en el que deberían 
encontrarse los presos, redunde negativamente en la vulneración de sus derechos 
fundamentales y, especialmente, la dignidad humana, ya que se les ha expuesto a 
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condiciones precarias de vida, que lesionan su permanencia en las instalaciones de 
reclusión. 
 
Bajo las premisas sentadas, es importante conocer desde la academia de qué manera se 
incumplen las disposiciones legales y se vulneran los derechos de los reclusos, siendo de 
importancia para las autoridades carcelarias, el Ministerio de Justicia y los jueces conjurar 
esa situación y, por ello, se emprende un estudio local que permita determinar cuáles son 




















5.1 Objetivo General 
 
Analizar la función de los programas de resocialización frente  a la política 
penitenciaria  del EPMSC La Cuarenta de Pereira 2013/I – 2014/II 
 
5.2 Objetivos Específicos 
 
• Identificar cuáles son los programas orientados a la población de internos 
condenados, que despliega en la actualidad el Establecimiento Penitenciario y 
Carcelario de Mediana Seguridad la 40  de la Ciudad de Pereira, con relación a la 
rehabilitación y resocialización.  
 
• Realizar una evaluación comparativa, entre el sistema que contempla la ley 65, con 
respecto a su aplicación y el resultado obtenido en el sujeto activo del tratamiento 
Penal Penitenciario 
  
• Identificar claramente factores que de una u otra forma obstaculizan la aplicación 
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6. MARCO REFERENCIAL 
 
6.1 Estado del Arte 
 
Monografía de grado “Resocialización carcelaria: Posible en Colombia?” fue 
realizada en el año de 2003 por Marlene Foronda Zapata, estudiante de la Universidad 
de Antioquia; en la cual se concluye que a lo largo de la historia se ha demostrado 
que con sistemas represivos no es ni será posible acabar con la delincuencia ni 
rehabilitar a las personas. No se ha tratado de implementar un sistema diferente para 
compensar a las víctimas de los delitos, salvo pequeñas alternativas.  
 
Tesis de Grado, Sistema Penitenciario y Carcelario en Colombia: Teoría y Realidad. 
María Carolina Galvis Rueda, Pontificia Universidad Javeriana, 2003.  
 
Aspectos: El sistema penitenciario colombiano, colapsado por el hacinamiento, la 
corrupción al interior de los establecimientos penitenciarios y carcelarios, la violencia al 
interior de sus muros y la imposibilidad de resocialización de los internos. Los temas son 
abordados desde diferentes perspectivas estableciendo que no puede hacerse un sistema 
acorde a cada recluso, sin embargo el tratamiento de las autoridades si puede acomodarse 
a los requerimientos de variables en las personalidades y necesidades de grupos que pueden 
ser identificados. El trabajo de investigación además comprende una guía teórica sobre la 
pena, sus fundamentos, finalidades, desarrollo histórico, lo que permite establecer puntos 
de partida para el trabajo investigativo a desarrollar 
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Así también, el artículo “El sistema de prisiones colombiano opera bajo 
niveles de presión crecientes; los derechos humanos de las personas privadas de 
libertad en riesgo” publicado en el año de 2004 por la Procuraduría Delegada para la 
Prevención en Materia de Derechos humanos y Asuntos Éticos, Grupo de Asuntos 
Penitenciarios y Carcelarios; en el cual se concluye la existencia de superpoblación 
carcelaria y hacinamiento en diferentes centros carcelarios y penitenciarios del país, 
y que esta situación debe ser abordada mediante el diseño de una política criminal 
integral que racionalice el uso de la prisión.  
  
De igual manera se encuentra como referencia el artículo publicado por la BBC 
Bogotá En el año de 2005  titulado “Cruda Realidad Carcelaria” elaborado por 
Héctor Latorre, en el cual se expone la crítica situación de hacinamiento que por esta 
época azotaba a las cárceles colombianas, y así mismo, se contrasta esta información 
con información referida a la construcción de nuevas cárceles con el fin de disminuir 
dicho hacinamiento.  
 
Sentencia T-153/98, Tema: Estado de cosas inconstitucional en los centros de 
reclusión del País. Magistrado Ponente: Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
 
En ésta sentencia la Corte Constitucional analiza de hacinamiento toma la perspectiva 
histórica del hacinamiento en nuestro país. Señala, que las circunstancias de hacinamiento, 
impiden brindarle a todos los reclusos los medios diseñados para el proyecto de 
resocialización (estudio, trabajo, etc.), indicando, que  dada la imprevisión y desorden que 
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han reinado en materia de infraestructura carcelaria, la sobrepoblación ha conducido a que 
los reclusos, ni siquiera, puedan gozar de las más mínimas condiciones para llevar una vida 
digna en la prisión, tales como: contar con un camarote, con agua suficiente, con servicios 
sanitarios, con asistencia en salud, con visitas familiares en condiciones decorosas, entre 
otras. 
 
Concluye, que el hacinamiento desvirtúa de manera absoluta los fines del tratamiento 
penitenciario. Así mismo, señala en qué consiste la labor de resocialización, fija el alcance 
del “estado de cosas inconstitucional”.  
 
De igual forma, llama la a atención acerca de que el principio de la presunción de 
inocencia, exige que la detención preventiva se aplique únicamente, como medida 
extrema, tal como lo determina el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 
las Reglas Mínimas sobre las Medidas No Privativas de la Libertad. 
 
Modulo Escuela Judicial Lara Bonilla – Derechos de la Personas Privadas de la 
Libertad, autor Alfonso Daza González 
 
“Tiene por objeto estudiar los derechos de las personas privadas de la libertad, 
comprender su contenido y alcance en el marco de las obligaciones internacionales 
adquiridas por el Estado y el Estado Social de Derecho"1. 
                                                 
1 Módulo Escuela Judicial Lara Bonilla – Derechos de la Personas Privadas de la Libertad, autor Alfonso 
Daza González, pág. 26. 
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De igual manera, se retoma como referencia la Monografía de Grado de 
Amariles Gil, E. y Gutiérrez  Trespalacios, M. (2007). Titulado  “Alcances Actuales 
Del Proceso De Resocialización En Las Cárceles Masculinas Del Área 
Metropolitana”  Medellín, Colombia. El cual pretendió describir  los alcances 
actuales de la de la Resocialización en Cárceles metropolitanas de Medellín.  
 
Tesis de Mario  Antonio Ruiz Vargas (2007), en su trabajo de investigación  titulado 
“Primera aproximación hacia una pedagogía de la resocialización”.  
 
 Aspectos: Dicha tesis contribuye a la investigación en curso, por lo cual se translitera el 
siguiente aparte en el cual el auto afirma que:  
 
“Hoy en día en nuestro medio se presenta un problema de percepción, sentimos  que 
nuestras acciones e intenciones no conducen a nada, es decir, “nos encontramos en un 
medio  rutinario y sin sentido”, en el cual, el único objetivo es buscar placer  y beneficios 
propios  sin importar  la manera de conseguirlo. Es decir vivimos en una guerra continúa 
por la supervivencia desconociendo que somos seres humanos. 
Este tipo de instrucción ha sido dada por el medio y la sociedad, debido a que nos 
observamos desde un campo de batalla, en una lucha diaria por lo cotidiano. Este medio 
siempre nos ha dicho  cómo comportarnos, como hablar, como vestirnos, es decir, “no 
piense haga”, lo cual trae como consecuencia  que se separe el pensar del hacer, 
fundamentando  en esta tradición nuestros esquemas  educativos  de familia, escuela, 
colegio y universidad, con un pensamiento de corte lineal donde no se nos permite el 
preguntar de las cosas, donde lo cotidiano  es alimentar nuestro sistema de información, 
donde no le encontramos sentido a las cosas.” (Ruiz Vargas, 2007, p.16). 
 
Artículo, “El sistema carcelario ¿cuál es el problema? Julián Marín Berrio. Revista 
Semana, agosto de 2012. 
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Aspectos: En su artículo el autor expone cifras estadísticas que permiten concluir que 
el problema es de orden estructural del INPEC, financiero del Estado, e inoperatividad del 
sistema resocializador. En sus apartes más relevantes se encuentra: “Por ejemplo, de 
acuerdo con cifras del INPEC, en 1999 el 41 por ciento de la población carcelaria tenía 
trabajo; en diciembre del 2005 el 34,4 por ciento tenía alguna ocupación y en septiembre 
del 2008 tal porcentaje fue del 31,7 por ciento. En la actualidad, la población reclusa 
ocupada es de sólo el 27 por ciento. En este sentido, se puede decir que la prisión 
colombiana no ha sido capaz de lograr su fin último y más importante, que es reformar y 
educar a los reclusos, y que esta ha sido una institución puramente punitiva y no en un 
mecanismo de rehabilitación. Ante la crisis del sistema penitenciario, la solución reiterada 
que el Estado colombiano ha ofrecido ha sido históricamente la misma: la construcción de 
más establecimientos de reclusión. No obstante, este tipo solución parece bastante 
problemático e inadecuado puesto que asume que la población reclusa seguirá aumentando 
de forma constante y acelerada, con lo cual queda en evidencia una política profundamente 
punitiva que no resuelve los problemas que generan criminalidad.” 
 
Libro, Temas Penitenciarios. Bernardo Echeverri Ossa.  
 
Aspectos: El libro permite conocer históricamente el desarrollo y evolución del sistema 
penitenciario en el mundo y en el país llegando hasta lo que actualmente se aplica. 
Establece los cambios importantes que ha tenido el sistema y las razones u objetivos de los 
mismos así como los aciertos con dichas modificaciones y las contrariedades que en 
algunos casos se han generado. Es importante porque permite establecer posibles 
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soluciones así como conocer las opciones que se han implementado y han funcionado, 
además de aquellas que han resultado más nocivas para el sistema carcelario del país.  
 
Tesis titulada “Sistema Penitenciario y Carcelario en Colombia: Teoría y 
Realidad”, Elaborada por María Carolina Galvis Rueda, Abogada especialista en Derecho 
Penal de  la Pontificia Universidad Javeriana. 
 
Aspectos: La tesis de grado cuenta con una breve descripción  del sistema 
penitenciario y carcelario en Colombia, como manifestación de la pena, pero visto desde 
dos puntos de vista distintos  la teoría y la realidad. 
 




Así como “el mundo no se hizo en un solo día”, estas realizaciones penitenciarias, 
son el resultado de largos experimentos de errores corregidos, de inventos y 
descubrimientos, consecuencias del sacrificio y del esfuerzo de los apóstoles de esta 
misión. 
 
Inicialmente no fue necesario ningún sistema en el trato de los prisioneros.  Se 
conocía un régimen: el reo se aprehendía e inmediatamente se ejecutaba.  Luego cuando el 
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número de ellos aumento y no era fácil su ejecución súbita, se amarraban mientras tanto a 
un estacón o a un árbol. El poste fue pues, el primer rudimento carcelario. 
 
Sin embargo, la pena de muerte fue aplazándose o disminuyendo. Indudablemente 
los prisioneros como esclavos eran más útiles, demandaban poco costo de sostenimiento, 
porque el hambre era su pan y ya enfermos o inservibles, se suprimían por la muerte.  Estos 
esclavos se dedicaban a las tareas del campo, a la construcción o al remo de las galeras.  
Encadenados con largas y pesadas cadenas, aseguradas con grillos remachados con 
voluminosas y pesadas bolas de hierro, dormían a la intemperie, hacinados en espacios 
malolientes.   De acuerdo con Echeverri Ossa (1971), todas las necesidades fisiológicas, se 
las hacían en ellos mismos junto a los demás, porque no podían desprendérselos de su 
amarre.  Estaba bajo la vigilancia de sátiros y verdugos y se les alojaba como hacían los 
griegos, en canteras abandonadas, distinguidas con el nombre de “Latonias”, donde estos 
miserables, con el calor sofocante del verano o el frio intenso de los inviernos, el olor de 
los excrementos, la imposibilidad de moverse, el ruido permanente y ensordecedor de las 
cadenas, la sed, el hambre y el azote del vergajo, terminaban por suicidarse o enloquecerse.  
 
Con el tiempo se fue moderando la perversidad del rigor, aunque no tanto , porque 
aún se mencionan con terror la cárcel Marmentina en Roma, La Bastilla de París, las 
Picotas de España, la Torre de Londres y los Plomos de Venecia 
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Por otro lado, Ottoboni (1997), a lo largo de la evolución se determinan tres teorías 
y cinco escuelas,  las cuales fueron fundamentales para dictar normas y obtener conceptos 
con respecto a la ejecución de la pena. 
 
TEORÍA DE LOS ABSOLUTISTAS:  Esta teoría se fundamenta en la escuela 
clásica la cual recomendaba la  punición directamente proporcional con la falta cometida, 
ya que el fin que tenía la pena radicaba en el castigo o sea    el pagar por el mal cometido, 
considerando al crimen un ente jurídico, la pena era nítidamente retributiva, no había 
ninguna preocupación relacionada con la persona criminal, ya que se consideraba que entre 
más sufrimiento,  eran perdonados con más efectividad sus pecados al infringir la ley 
humana y la divina. (Carrara et al, 1805-1768-1828) 
 
TEORÍA RELATIVA O UTILITARISTA: La pena solo tenía un propósito 
únicamente práctico, haciendo énfasis en la prevención general o especial, evidentemente 
referida al condenado.  Este concepto doctrinario es de la Escuela Positivista y coloca al 
hombre como centro del Derecho Penal. (Lombroso et al , 1836-1851-1859). 
 
TEORÍA MIXTA: Se toma como un mecanismo de defensa social, a través de la 
cual se busca la recuperación del preso, dándole una doble finalidad a la pena: la primera 
de naturaleza retributiva, por su aspecto moral, pero su objetivo no se limita solo a la 
prevención, pues recomienda al mismo tiempo, la punición segregando al infractor 
sentenciado respondiendo a que se debe enmendar socializando. 
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Teorías Modernas de los fines de las penas: Estas surgen tras las inconsistencias que 
presentan las teorías precedentes, de allí que, se vea en la prevención general positiva el 
fin primordial de la pena. 
 
Ahora bien, según Córdoba Angulo y Ruiz López 2001, este tipo de prevención 
ofrece dos formas diferentes, las cuales se procederá a introducir a continuación: 
 
Prevención general Positiva fundamentadora 
 
Según cita a Welzel, partidario de la prevención general positiva fundamentadora 
señalo que la concepción de la función ético- social del derecho penal pretende influir en 
la conciencia de los miembros de una colectividad en su actitud interna frente al derecho. 
(Córdoba Angulo y Ruiz López, 2001, p.62). 
 
Prevención general positiva limitadora 
 
Según cita a  Hassemer, esta se fundamenta en las teorías que buscan los fines de la 
pena en la prevención general positiva, pero no con carácter fundamentador sino como 
limitador del ius puniendi, las cuales en la actualidad son seguidas por un amplio sector de 
la doctrina. (Córdoba Angulo y Ruiz López, 2001, p.62). 
 
Sistema del Reformatorio de Elmira. 
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  Todos estos sistemas no tuvieron la precaución de separar los reclusos por edades.  
La experiencia demostró que tal estado propiciaba un clima corruptor de los jóvenes que, 
viviendo en promiscuidad con adultos y con viejos, adquirían por contagio del ejemplo y 
aun de la misma enseñanza de estos delincuentes los peores vicios, que los hacía 
incorregibles y peores. 
 
En 1869 se fundó en Nueva York el Reformatorio de Elmira, especialmente para 
obtener la reforma de los delincuentes jóvenes con principios pedagógicos y técnicos que 
la ciencia ha venido enriqueciendo.  Aquel lugar se le dio una ingente dotación de todos 
los medios de recreación, del trabajo y de estudio.  
 
Los resultados han sido tan evidentes y provechosos, que casi todos los países han 
puesto en práctica el sistema de Elmira, mejorándolo y sacando de él, hombre serio y útil 
para la comunidad por los estudios de bachillerato de carreras intermedias y de oficio 
técnico.  La edad estimada estaba entre los 16 y los 24 años.  Al pasar esta edad, el recluso 
tendrá que ser traslado (a) a una cárcel para adultos. 
 
En la fase científica que vivimos no se puede hablar de un sistema con tanta 
definición.  Se están haciendo ensayos que empiezan, eso sí por la observación y la 
clasificación.  Pero los métodos subsiguientes diferentes en el tratamiento y en la 
duración.  Sobre esta hay quienes sostienen que debe ser indefinida.  Otros penólogos 
sostienen que va contra uno de los principios de la pena que debe ser limitada en el 
tiempo.  Seguramente para fines del siglo que corre habrá suficiente experiencias, 
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para que se formule una tesis que unifique estos criterios diferentes y a través de la 
sección social de la O.N.U. se promulgue, con adaptaciones, universalmente.  
 
Hoy por hoy en Colombia rige con algunas adaptaciones, el sistema irlandés.  El  
artículo 248 del Código Penitenciario ordena que el condenado permanezca aislado 
en el establecimiento penal, por un período no mayor de 60 días, mientras se clasifica 
por su observación, para integrarlo al grupo correspondiente.  Los artículos 330 y 331 
del mismo código crean la libertad preparatoria y la franquicia y el código penal, 
contempla la libertad condicional que concede el juez. 
 
Desgraciadamente el sistema así esbozado se ha perdido por la ignorancia en la 
materia, de jueces y empleados penitenciarios que niegan, por ejemplo las libertades 
preparatorias y la franquicia, violando así la ley y lo que es,   torciendo su espíritu 
que la anima, el cual consiste en dar al recluso la oportunidad de demostrar su 
regeneración y al Estado la seguridad de devolver un hombre capaz de vivir en la 
comunidad.   
 De manera que tenemos el sistema escrito, pero la falta de cultura e información 
penitenciaria está arruinando esta conquista que favorece a los convictos y exalta 
nuestra administración de justicia. 
 
Existe una relación vital entre las construcciones carcelarias, sus sistemas de 
corrección y el éxito de sus resultados.  El diseño y la adecuación del edificio en su 
distribución, servicios y áreas determinan la disposición del ánimo de los reclusos y 
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la eficiencia de los empleados en sus tareas básicas. A renglón seguido veremos a 
grandes trazos la evolución en estas construcciones que llevaron en cierto momento a 
ser de costos exorbitantes con teorías utópicas, pero que hoy la ciencia correccional 
con la ayuda de una arquitectura moderada y consciente ha vuelto a colocar en su 
debido sitio con costos muy prudentes y aun con provecho superior.  
 
Es apenas lógico que en un principio no se conocieran las cárceles, pues existía 
la pena de muerte la cual se aplicaba de inmediato. 
 
Anotábamos atrás, que de pronto el número de gentes era de tal magnitud que 
no se podrían sacrificar en el acto.  Mientras la ejecución se realizaba, el delincuente 
era ligado a un poste o a un árbol.  Por esto ya dijimos que prácticamente el poste fue 
la primera cárcel. 
 
Cuando se progresó en la pena y esta se conmutó por la esclavitud, los sujetos a 
ella se arrojaban en cuevas, en canteras como las de Dionisio en Sicilia o en Latonias 
como lo hicieron los griegos. 
 
Durante la fase divina y hasta muy entrada la humanitaria, los presos fueron 
alojados en casonas semiderruidas en las peores circunstancias de incomodidad,  falta 
de aire, de luz, humedad, insectos, ratas, murciélagos, con grillos en los pies y esposas 
en las manos.  Era todo un ambiente de terror donde morían de hambre o por suplicios 
inventados por la maldad de los carceleros.  “las murallas, decía Oscar Wilde, no se 
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levantan para evitar las fugas, sino para impedir que los de afuera vean las iniquidades 
que se padecen aquí dentro”. 
 
En el período humanitario empiezan a hacerse algunas construcciones que le 
permiten al condenado una vida más llevadera.  Sin embargo, la concepción de la 
pena, hacía que las celdas fueran aun estrechas, con una luz escasa y alta, sin que el 
hombre encerrado pudiera divisar el paraíso exterior.  Igualmente las puertas están 
cerradas con grandes cerrojos y pesadísimos candados.  Las edificaciones son 
enormes y aun tétricas por su forma. 
 
Más tarde Bentha idea el Panóptico, o sea una edificación en la cual puesto un 
centinela en la mitad, alcanzaba a vigilar toda la cárcel y sus presos, sin moverse del 
centro.  Muchos países la copiaron, inclusive el nuestro y como siempre con graves 
deformaciones.  Pero la construcción carcelaria fue adelantada y hoy se debe a 
Hopkins, los estudios serios de la célula penitenciaria y de su encuadramiento en su 
edificación. 
 
La celda es la casa del detenido y a ella deben dirigirse las mayores atenciones 
de construcciones de mantenimiento y decoración, como parte esencial en la tarea 
educativa del recluso.  Esta idea empezó a fortalecerse desde Jon Howard quien fue 
el primero en formular los principios básicos para las construcciones reclusorios.  
 
6.3 Marco Jurídico 
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6.3.1 Constitución Nacional  
 
Nuestro ordenamiento constitucional, regula de manera clara y expresa en el título II, 
capítulo I, los derechos fundamentales, y a través de su artículo 29 contempla, que “El 
debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas, en 
concordancia con los artículos, 13, 23, 28, 31, 53, 58, 83, 85, 86, 87, 175, 209, 212, 213, 
228, 244, 250. 
 
Código Penal  
Se relacionan las normas, legales y reglamentarias pertinentes, al tema del debido 
proceso, como es el caso del Código Penal Ley 599 del 2000, donde expone en el siguiente 
articulado: Artículo 6o. Legalidad, Artículo 7o. Presunción de inocencia, Artículo 8o. 
Defensa, Artículo 9o. Actuación procesal. Artículo 10. Acceso a la administración de 
justicia. Artículo 13. Contradicción.  
 
Código de Procedimiento Penal, Ley 906 de 2004. 
Artículo 1º. Dignidad humana, Artículo 6º. Legalidad. 
 
Código Penitenciario y Carcelario, Ley 65 de 1993.  
 
Es uno de los pilares fundamentales del Derecho Penitenciario, expone una serie de 
garantías que deben observarse en todas las actuaciones de la administración 
penitenciara, tales como:  
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 Artículo 51. Juez de ejecución de penas y medidas de 
seguridad. Modificado por el art. 4, Decreto Nacional 2636 de 2004, Modificado 
por el art. 42, Ley 1709 de 2014.  
 Artículo  79. Obligatoriedad Del Trabajo. Modificado por el art. 55, 
Ley 1709 de 2014.  
 Artículo 80.  Planeación y organización del trabajo. 
 Artículo 58. Derecho de petición, información y queja.  
 Artículo 116. Reglamento disciplinario para internos.  
 Artículo 117. Legalidad de las sanciones.  
 Artículo 134. Debido proceso.  
 
Constitucional Nacional de Colombia Preámbulo, Título I Artículo I, Título II 
Artículo 54. 
6.4 Bloque de constitucionalidad 
 
Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos Parte III 
Artículo. 10 
 1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el respeto debido 
a la dignidad inherente al ser humano. 
2. a) Los procesados estarán separados de los condenados, salvo en circunstancias 
excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento distinto, adecuado a su condición de 
personas no condenadas; 
b) Los menores procesados estarán separados de los adultos y deberán ser llevados ante 
los tribunales de justicia con la mayor celeridad posible para su enjuiciamiento. 
3. El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la 
reforma y la readaptación social de los penados. Los menores delincuentes estarán 
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separados de los adultos y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su edad y condición 
jurídica. 
 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre Capitulo Primero  
 
Artículo 25 - Derecho de protección contra la detención arbitraria. 
 
 Nadie puede ser privado de su libertad sino en los casos y según las formas establecidas 
por leyes preexistentes. 
  
Nadie puede ser detenido por incumplimiento de obligaciones de carácter netamente 
civil. 
  
Todo individuo que haya sido privado de su libertad tiene derecho a que el juez verifique 
sin demora la legalidad de la medida y a ser juzgado sin dilación injustificada, o, de lo 
contrario, a ser puesto en libertad.  Tiene derecho también a un tratamiento humano durante 
la privación de su libertad. 
 
Naciones Unidas. 1955, 1984, 1989, 1990. Resoluciones 34/169 de 1979, 43/73 de 
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7. METODOLOGIA DE INVESTIGACION 
 
 7.1 Enfoque de la Investigación: 
 
Conociendo que las investigaciones en Derecho pueden hacerse con distintos 
enfoques, y dadas las características del tema tratado, la investigación tiene un enfoque 
cualitativo, toda vez que permita  revelar la evolución jurisprudencial sobre la 
Resocialización a presos de la 40 en la Ciudad de Pereira durante el 2013  así también se 
pretende determinar si este establecimiento carcelario cuenta con el espacio, presupuesto 
y disposición para el mismo. 
 
7.2 Tipo de Investigación:  
 
Esta investigación es catalogada como  tipo exploratorio,  ya que  permitirá dar 
inicio a líneas de investigación y podrá servir como base fundamental para posibles  
ajustes en cuanto al tema de la resocialización de presos y sobre el tema de hacinamiento 
que también se evidencia en dicho instituto. 
 
7.3 Información Secundaria 
- Normatividad. 
- Artículos académicos. 
- Jurisprudencia. 
- Libros.  
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8. DESARROLLO TEMATICO 
CAPITULO I: EL ESTADO COMO GARANTE DE LOS DERECHOS 
HUMANOS DE LOS INTERNOS 
 
La Corte en diferentes decisiones se ha pronunciado, sobre la necesidad de que el 
Estado adopte políticas públicas, para que prevalezca el derecho del interno a nivel de 
todos los centros carcelarios, creando a partir del año de 1998, el “estado de cosas 
inconstitucional” (sentencia T-153 de 1998); en correspondencia a la  situación de 
indignidad que vivía la población carcelaria. Aunque se marcó un precedente en materia 
de derechos humanos a nivel penitenciario, el Estado no ha adoptado una política seria en 
materia de resocialización y punitiva. 
 
“Las condiciones de hacinamiento impiden brindarle a todos los reclusos los medios 
diseñados para el proyecto de resocialización (estudio, trabajo, etc.). Dada la imprevisión y 
el desgreño que ha reinado en materia de infraestructura carcelaria, la sobrepoblación ha 
conducido a que los reclusos ni siquiera puedan gozar de las más mínimas condiciones para 
llevar una vida digna en la prisión, tales como contar con un camarote, con agua suficiente, 
con servicios sanitarios, con asistencia en salud, con visitas familiares en condiciones 
decorosas, etc. De manera general se puede concluir que el hacinamiento desvirtúa de 
manera absoluta los fines del tratamiento penitenciario”. (…), Sentencia- T153/98. 
 
Es decir, la Corte enfatizó en la  necesidad de controlar el hacinamiento y le dio una 
alerta al Estado del problema estructural que se venía generando, por causa de la congestión 
carcelaria, orden, que sin lugar a dudas, fue omitida por parte del Estado, agudizando más 
el panorama carcelario en el país. 
…La conexión de especial sujeción con el Estado en la que se encuentran las personas 
privadas de la libertad produce importantes consecuencias jurídicas y un impacto evidente 
A n á l i s i s  d e  l a  f u n c i ó n  p r o g r a m a s  d e  r e s o c i a l i z a c i ó n | 32 
 
en los derechos fundamentales de estas personas. Por tanto, el Estado se encuentra en 
posición de garante respecto de la persona privada de la libertad y, en esa medida, es su 
entera responsabilidad el cuidado de la vida, la salud, la integridad física y moral, así como 
procurar las condiciones mínimas de existencia digna del individuo privado de la libertad 
como persona. 
Sobre el tema de los derechos de los reclusos ver, entre otras,  las sentencias  T-424 de 1992; 
T-522 de 1992; T-596 de 1992; T-219 de 1993;  T-273 de 1993; T-388 de 1993; T- 437 de 
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CAPITULO II: LA POLÍTICA CARCELARIA EN COLOMBIA Y LA 
GARANTÍA DE LOS DERECHOS DE LOS RECLUSOS 
 
La política criminal del Estado se entiende prima facie, como aquellas actividades 
desplegadas tendientes a la represión de los delitos; empero más allá de la facultad 
sancionadora, dentro de ella se encuentran inmersas una serie de aspectos como la situación 
carcelaria, infraestructura en los centros de reclusión, autoridades carcelarias y el 
tratamiento a los internos.  
 
Este último tema, el tratamiento a los internos es de trascendental importancia, toda 
vez que en la actualidad se ha evidenciado una problemática con respecto a la forma como 
se ejecutan las políticas carcelarias, presentándose diferentes problemas como el 
hacinamiento, vulneración sistemática de sus derechos fundamentales, problemas de 
salubridad, entre otros, que merecen especial atención por parte del Estado hacía quienes 
se encuentra recluidos, pues debe entenderse que éstas personas se encuentran en una 
situación de subordinación.  
 
Así lo ha entendido la Corte Constitucional quien ha manifestado, que dado el 
sometimiento y especial relación entre los internos y el Estado, es éste el encargado de 
garantizar, entre otros, los derechos aquellos bajo las siguientes condiciones:  
 
“Correlativamente el Estado tiene dicha carga de asegurar, en el marco de su política 
carcelaria, la efectiva protección y garantía de sus derechos, ya que el interno sigue siendo 
titular de derechos cuya satisfacción no puede ser asumida por ellos mismos. En suma, el 
Estado debe garantizar de manera primordial la seguridad en las condiciones de reclusión, 
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y por otra parte, ofrecer a sus internos condiciones mínimas para llevar una existencia 
digna” (CORTE CONSTITUCIONAL, 2013).  
 
Máxime cuando se tiene en cuenta que los reclusos son sujetos de especial protección 
en consideración a su indefensión. 
 
Dejando a un lado las consideraciones preliminares del presente escrito, es necesario 
realizar entonces una descripción de las normas que regulan la política carcelaria del 
Estado.  
 
El sistema penitenciario y carcelario en Colombia, se encuentra condensado en 
diferentes normas, siendo de obligatoria referencia el Código Penal establecido mediante 
la Ley 599 de 2000, el Código de Procedimiento Penal Ley 906 de 2004, el Código 
Penitenciario y Carcelario provisto en la Ley 65 de 1993 al Código Penitenciario y 
Carcelario, el Código de la Infancia y Adolescencia en los aspectos pertinentes; la Ley 415 
de 1997 que busca alternativas a la reclusión en establecimientos carcelarios y la Ley 415 
de 1997, que estableció la prisión domiciliaria y el trabajo comunitario para aquella mujer 
cabeza de familia. 
 
Por otra parte, se encuentran las reformas al Código Penitenciario y Carcelario, uno 
de ellos el Decreto 2636 de 2004 que desarrolló el Acto Legislativo 03 de 2002 y la Ley 
1142 de 2007, reformatorio de las leyes 906 de 2004, 599 de 2000 y 795 de 2005. 
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Sin embargo de las normas mencionadas en precedencia, la que desarrolla la política 
criminal del Estado, se condensa en la Ley 65 de 1993, la que se generó con la teleología 
de actualizar la normatividad sobre ese particular, incluso, la iniciativa surgió por el hecho 
de que no existía en Colombia una política penitenciaria y carcelaria, pues las leyes 
vigentes para la época se elaboraron por personas que no contaban con la experticia 
necesaria, emergiendo la necesidad de “regular el sistema y crear un instituto que se 
encargara y encarrilara el manejo penitenciario del país, por este motivo, se expidió el 
decreto 2160 del 30 de diciembre de 1992 que creó el Instituto nacional Penitenciario y 
Carcelario (Inpec), pues la Dirección General de prisiones refiere textualmente era “un 
organismo absolutamente arcaico” (ABAUNZA FORERO, Carol Iván, 2011) 
 
La finalidad de la norma se evidenció en el hecho de establecer un sistema progresivo, 
adquiriendo obligatoriedad a partir de la expedición de la Resolución No. 4105 de 1997, 
en el que se regula el cumplimiento de las medidas de aseguramiento, así como la ejecución 
de las penas que restringen la libertad y de las demás medidas de seguridad. En la nueva 
legislación, se destaca el respeto por el principio kantiano de la dignidad humana. 
 
Las mencionadas funciones se canalizan a través del INPEC, que desarrolla 
diferentes actividades de la ejecución de la pena impuesta por la autoridad judicial 
correspondiente, es el instituto que se encarga del control de dichas medidas y que debe 
garantizar la ejecución de éstas.  
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Una función, que a su vez se erige como una política carcelaria dentro del sistema 
penitenciario, es la asignada al INPEC, mediante los artículo 79 y 80 de la Ley 65, que va 
encaminada a que: 
 
“El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario debe procurar por disponer de los medios 
necesarios para crear en los centros de reclusión, fuentes de trabajo, industriales, 
agropecuarios o artesanales, según las circunstancias y disponibilidad presupuestal” (LEY 
65 DE 1993) 
 
Ello, en otras palabras es lo que conlleva a la resocialización del interno y la 
necesidad de que quienes se encuentren recluidos en un establecimiento carcelario no sólo 
paguen la pena impuesta, sino que se brinden espacios de reformarse y volver a la sociedad 
transformados. Aunque dichos fines suenen altruistas, más que legales son los que deben 
ejecutar las autoridades penitenciarias evaluadas y controladas no solo por los organismos 
de control, sino por aquellas organizaciones como la Defensoría del Pueblo, que se encarga 
de promover la protección de los derechos humanos y que tiene competencia en este 
aspecto.  
 
Este año, se incluyó una importante reforma al Código Penitenciario y Carcelario, a 
través de la Ley 1709 de 2014, mediante la cual se incluyen situaciones relevantes como el 
hecho de que los internos puedan cotizar a pensión, el trabajo comunitario con Ingenieros 
Militares, se elimina el pago de multas para el acceso a beneficios que permitan restablecer 
la libertad y establece el enfoque diferencial, para el tratamiento de los reclusos que de 
merezcan dicho trato.  
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Un importante avance de la Ley anteriormente mencionada, frente a la Ley 65 de 
1993, es que establece en su artículo 2º, el denominado enfoque diferencial, que busca que 
en los centros penitenciarios haya un tratamiento diferente para los internos que ya han 
sido condenados y los sindicados, así se lee en el texto de la disposición mencionada: El 
Gobierno Nacional establecerá especiales condiciones de reclusión para los procesados y 
condenados que hayan sido postulados por este para ser beneficiarios de la pena alternativa 
establecida por la Ley 975 de 2005 o que se hayan desmovilizado como consecuencia de 
un proceso de paz con el Gobierno Nacional. 
 
De otro lado, ello se acentúa con lo ordenado en el artículo 12 de la Ley 1709, que 
modificó el artículo 21 de la Ley 65 de 1993, al determinar que:  
 
“Podrán existir pabellones para detención preventiva en un establecimiento penitenciario 
para condenados, cuando así lo ameriten razones de seguridad, siempre y cuando estos se 
encuentren separados adecuadamente de las demás secciones de dicho complejo y de las 
personas condenadas.” 
 
Quedando clara la intención del legislador de establecer un tratamiento diferencial 
que en todo caso es razonable en atención a que al condenado deberá aplicársele medidas 
que permitan su resocialización al haber quedado expuesta su responsabilidad penal, lo 
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CAPITULO III: EL MARCO LEGAL QUE PROTEGE LOS DERECHOS DE 
LOS INTERNOS: ESTÁNDARES INTERNACIONALES. 
 
A continuación, relacionamos la normatividad que protege los derechos de las 
personas privadas de la libertad y poco materializada, entre otros, por el Estado 
colombiano: 
 
- ONU, La Declaración Universal de los Derechos Humanos, Adoptada y proclamada 
por la Asamblea General en su Resolución 217 A (III), de 10 de diciembre de 1948. 
-  Los Tratados Internacionales de Derechos Humanos. 
 
- ONU, La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, que 
establece en el Art. XXV que "todo individuo tiene también un tratamiento humano durante 
la privación de su libertad”. Aprobada en la Novena Conferencia Internacional Americana, 
celebrada en Bogotá, Colombia, en 1948.  
 
- CIDH, La Convención Americana sobre Derechos Humanos, suscrita en San José, 
Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969. 
 
- El Art. 10 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos indica que "toda 
persona privada de la libertad será tratada humanamente y con el respeto debido a la 
dignidad inherente al ser humano"; fórmula ésta que recepta de modo similar el art. 5 inc. 
2° de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.  
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- CDHI, Principios y buenas prácticas sobre la protección de las personas privadas 
de libertad en las Américas. 
 
- ONU, Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos, adoptadas en el Primer 
Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del 
Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, y aprobadas por el Consejo Económico y 
Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de junio de 1957 y 2076 (LXII)de 13 de 
mayo de 1977. 
 
- ONU, Principios Básicos para el Tratamiento de los Reclusos, adoptados y 
proclamados por la Asamblea General en su Resolución 45/111, de 14 de diciembre de 
1990. 
 
- ONU, Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas 
a Cualquier Forma de Detención o Prisión, adoptado por la Asamblea General de la ONU 
en su Resolución 43/173, del 9 de diciembre de 1988. 
 
- ONU, Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las Medidas no Privativas de 
la Libertad (Reglas de Tokio), Adoptadas por la Asamblea General en su Resolución 
45/110, del 14 de diciembre de 1990. 
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De los instrumentos internacionales citados en precedencia devienen una serie de 
obligaciones para Colombia, que ha ratificado los mismos, vinculándose a la normatividad 
interna a través del Bloque de constitucionalidad.  
 
Sobre el respeto de los derechos humanos y la exigencia de cumplimiento de las 
obligaciones internacionales, es oportuno traer a colación el comunicado de prensa emitido 
por la COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, quien instó al 
estado Colombiano a adoptar medidas urgentes para que no se repitan los hechos ocurridos 
en la cárcel de Barranquilla, donde emergía claramente un serio problema de hacinamiento 
carcelario que conllevó a que la tragedia se magnificara. Precisó la organización:  
 
Según información de público conocimiento, 17 personas murieron y al menos 63 
resultaron heridas, como consecuencia de un incendio producido en el establecimiento 
en horas de la noche del 27 de enero de 2014, en el contexto de un amotinamiento de 
los reclusos. De acuerdo con información recibida, el incendio se habría originado por 
un corto circuito producido al momento que un grupo de internos prendiera fuego a 
unos colchones con la intención de que el humo contrarrestara el efecto de los gases 
provenientes de una pipeta que habría sido lanzada por parte de la guardia 
penitenciaria. 10 personas perecieron el día del incendio a causa de quemaduras y 
asfixia; siete murieron durante la semana siguiente.  
 
El hacinamiento generalizado en las cárceles colombianas ha sido señalado 
como una de las causas que dieron origen a la tragedia. Según información pública, 
el hacinamiento en la cárcel Modelo de Barranquilla es del 147%. Al respecto, la 
Comisión recibió información según la cual la capacidad del pabellón en donde 
ocurrieron los hechos era de 196 reclusos y en el momento de los disturbios había 
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716. La Comisión ha observado con preocupación la estrecha relación existente entre 
el hacinamiento y el incremento de los niveles de violencia registrados en los centros 
de detención, que en sucesos como los registrados en Barranquilla resultaron en la 
pérdida lamentable de vidas humanas. 
 
La CIDH recuerda que el Estado se encuentra en una posición especial de garante 
frente a los derechos de las personas privadas de libertad. Esto hace que el acto de 
reclusión implique un compromiso específico y material del Estado de garantizar la 
vida e integridad personal de los reclusos. El deber de garantizar implica que éste debe 
tomar todas las medidas necesarias para prevenir situaciones de riesgo que, como la 
presente, amenacen gravemente los derechos fundamentales de los reclusos. En 
particular, debe implementar medidas efectivas para reducir niveles de 
hacinamiento.  (COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
2014) 
 
Y es que el problema de hacinamiento en las cárceles colombianas es de tal magnitud 
que ha impactado negativamente en otros derechos fundamentales de los reclusos, como 
en la salud. Ello se puede evidenciar en la problemática de salubridad que se presenta en 
los centros penitenciarios, provocando pronunciamientos también a nivel internacional.  
 
En Colombia, el tema de la salud pública en las cárceles es complejo, teniendo en 
cuenta que se presenta hacinamiento y en consideración a ello la proliferación de 
enfermedades es evidente generando un problema público que debe ser atendido tanto por 
las autoridades carcelarias como por las organizaciones encargadas de la protección y 
promoción de los derechos y libertades públicas. Es tal la situación de los internos, que las 
Naciones Unidas han hecho recomendaciones sobre el particular indicando que el derecho 
a la salud de las personas privadas de libertad se viola de manera generalizada y sistemática 
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en las cárceles y penitenciarías de Colombia, lo cual se puede ver dado que no hay 
adecuados niveles de higiene y sanidad en los centros de reclusión y protección de la salud 
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CAPITULO IV: LA REINCIDENCIA 
 
La reincidencia se puede definir como la “…situación en que se encuentra el autor 
de un delito que habiendo sido juzgado y condenado con sentencia ejecutoriada, en 
territorio nacional o extranjero, comete otro delito…” (MACHICADO, Jorge. 2013). 
 
En Colombia, la reincidencia es uno de los factores sociales que afecta, en gran 
medida, la situación de las cárceles en Colombia, lo que se traduce en el hecho de que un 
infractor penal, una vez sale del centro de reclusión, nuevamente comete un delito; lo que 
a su vez, significa que no se ha dado el proceso de resocialización, al punto, de quien 
recobra su libertad sale con la idea de seguir infringiendo la Ley, conllevando a que en un 
posterior juicio de responsabilidad penal, por otro hecho, se agrave su pena.  
 
La reincidencia se ha concebido por diferentes autores, como una actitud en el sujeto 
con mayor desprecio y rebeldía frente al ordenamiento jurídico y sus valores, puesto que 
pese a haber soportado una pena “ni siquiera ello ha servido para motivar al autor de 
forma suficiente para que no cometiera la nueva infracción”. (MUÑOZ CONDE, 
Francisco. 1993). 
 
Ahora bien, como se dijo, anteriormente, el hecho de castigar la reincidencia como 
agravante de un delito penal, se constituye en la herramienta con la que cuenta el legislador 
para reprimir las conductas delictivas. Así lo ha entendido la Corte Constitucional, precisando 
que la Ley consideró darle importancia a la reincidencia, como una forma eficaz de 
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desestimar las conductas censurables, para indicar que quien las cometa nuevamente, se hará 
acreedor a una pena más severa (CORTE CONSTITUCIONAL, 2006). 
 
El hacinamiento como obstáculo en el cumplimiento de los fines de la pena 
 
Para abordar el presente párrafo se ha de partir de lo dicho por Foucault, quien señaló 
lo siguiente:  
 
“El castigo no tiene que emplear el cuerpo sino la representación, lo que debe llevarse al 
máximo es la representación de la pena, no su realidad corporal….Entre las penas y en la 
manera de aplicarlas en proporción a los delitos hay que elegir los medios que hagan en el 
ánimo del pueblo la impresión más eficaz y la más duradera y al mismo tiempo la menos 
cruel para sobre el cuerpo del culpable” (FOUCAULT, Michael, 1976. Pp. 302). 
 
Ahora bien, el sistema carcelario en Colombia se encuentra en crisis de hacinamiento, 
es más en América Latina las cárceles se encuentran con ‘hacinamiento crítico’, que es 
producido por una densidad carcelaria superior al 120%. En algunos casos, se dan 
porcentajes mayores a la media nacional en lugares específicos donde el hacinamiento 
alcanza ribetes apocalípticos”. (BAILONE, Matías. 2005, p.679), de manera que en un 
escenario de estos no es posible que se cumpla el fin que persigue la pena. Aunque se han 
superado épocas en las cuales las penas eran arbitrarias, bárbaras y crueles: “El 
hacinamiento en las cárceles latinoamericanas es una situación de extrema gravedad que 
ha sido definida como una forma cruel y degradante de la prisión.” 
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Se hace importante entonces traer a colación la ley 65 de 1993, que según sus 
artículos 80,82, 95, 97,98, 99, 100, 101,y 102., así también como las resoluciones 7302 de 
2005 2521 y 2906 de 2006 procedentes de la Dirección General del INPEC, dichas 
resoluciones están encargadas de determinar los fine del tratamiento Penitenciario a través 
de las siguientes actividades: trabajo, estudio, y enseñanza. 
 
No obstante, es mediante la resolución 2392 de 2006, procedente de la Dirección 
General del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, que se reglamenta los 
estándares de las actividades válidas para redimir la pena en los establecimientos 
carcelarios adscritos al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC. De alli que, 
el tratamiento penitenciario este orientado a optimizar la socialización de los internos por 
medio de programas o actividades de capacitación ocupacional. 
 
Ahora bien, de acuerdo con Ríos (2011), periodista el centro Penitenciario la 40  
cuenta con los siguientes talleres de capacitación impartidos por el Sena, estos programas 
de resocialización  son Metalistería, Soldadura, Ebanistería, Talla en madera, y Pintura al 
óleo, de igual manera cuentan con programas de educación básica para los reclusos. 
 
Es importante, hacer hincapié  en que pese a las  limitaciones en materia presupuestal 
y de infraestructura, con las que cuenta la cárcel de la 40, el director trabaja en conjunto 
con el Sena para capacitar a los internos que deseen , y tengan actitudes y puedan ser 
partícipes de estos oficios que le servirá en el futuro para cuando se reintegren a la sociedad 
como hombres de bien, es importante también resaltar que el hacinamiento es una constante 
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Los derechos fundamentales de los reclusos son suspendidos o restringidos desde el 
momento en que son sometidos a la detención preventiva o son condenados mediante 
sentencia; muchos otros derechos se consideran intactos y deben ser respetados 
integralmente por las autoridades públicas que se encuentran a cargo de los presos. 
 
En cuanto a los derechos a la libertad física y a la libre locomoción se encuentran 
suspendidos y como consecuencia de la pena de prisión, también los derechos políticos.  
 
Los derechos como los de la intimidad personal y familiar, reunión, asociación, libre 
desarrollo de la personalidad y libertad de expresión no deben estar restringidos.  
 
Los derechos, como la vida e integridad personal, la dignidad, la igualdad, la libertad 
religiosa, el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la salud y al debido 
proceso, y el derecho de petición no se pueden mantener incólumes, a pesar del encierro al 
que es sometido su titular.  
 
El derecho a la presunción de inocencia, aunque no imposibilita la expedición de 
medidas de aseguramiento, si obliga a los jueces a justificar en cada caso la orden de 
detención y a la administración a mantener separados a sindicados y a condenados.  
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 Actualmente se acepta que las penas no tienen un fin único, sin embargo, su función 
primordial es la resocialización, esta función es la que materializa en mejor forma la 
definición del estado colombiano como un "estado social de derecho", y el principio de la 
dignidad humana, una de las piedras angulares de la constitución política del derecho a la 
dignidad humana y del concepto de estado social de derecho, se deduce el derecho de los 
reclusos a contar con centros carcelarios que les garanticen la posibilidad de reinsertarse a 
la sociedad.  
 
La idea de resocialización se opone, ante todo, a penas y condiciones de 
cumplimiento que sean en esencia, por su duración o sus consecuencias. El estado debe 
brindar los medios y las condiciones para no acentuar la no resocialización.  
 
La función de reeducación y reinserción social del condenado debe entenderse como 
obligación institucional de ofrecerle todos los medios razonables para el desarrollo de su 
personalidad y como prohibición de entorpecer ese desarrollo, desde esta perspectiva deben 
entenderse todas las normas del código penal, código de procedimiento penal y código 
penitenciario que se refieran al tema.  
 
Los derechos de los internos responden a las obligaciones internacionales que ha 
asumido Colombia a través de la suscripción de tratados internacionales de derechos 
humanos, que hacen parte del "bloque de constitucionalidad". la convención americana 
(pacto de san José de costa rica), adoptada en Colombia mediante la ley 16 de 1.972, y el 
A n á l i s i s  d e  l a  f u n c i ó n  p r o g r a m a s  d e  r e s o c i a l i z a c i ó n | 49 
 
pacto internacional de derechos civiles y políticos, adoptado mediante la ley 74 de 1.968, 
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